
DEFECTO SUSTANTIVO/ Configura causal específica de procedencia de la tutela inadmitir acción popular sin fundamento legal y en desconocimiento del precedente

“(…) el artículo 12 de la Ley 472 de 1998, le da titularidad para ejercer una acción popular a toda persona natural o jurídica, entre otros; y allí, sin mucho andar, se ve que no le exigió a ese particular una calificación específica, ni una condición especial; y no debía ser así, porque se lo que se trata es de proteger intereses colectivos, con independencia de que el promotor de la acción pertenezca a un grupo determinado o no. Es decir, no se requiere recibir un agravio personal, para poder impetrar una acción popular.”
ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida Ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensora acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.    

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse en que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (...) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen las más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 19 de octubre de 2015 -rad. 66001221300020150046301-. 
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Acta N° 171 de abril 15 de 2016
Se resuelven las presentes acciones de tutela, acumuladas desde el primer momento (f. 8), propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a las que fueron vinculados el Ministerio Público y las Defensorías del Pueblo de Pereira y Manizales.  

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó las acciones de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, que quedaron radicadas en esta Sala bajo los números 66001-22-13-000-2016-00390-00, 66001-22-13-000-2016-00390-00 y66001-22-13-000-2016-00390-00

En cada una se refirió a la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca, junto con la orden a la funcionaria de admitir las acciones populares que allí promovió, aportar copia de la tutela a la acción popular y abstenerse de inaplicar la Ley 472 de 1998 que le impone de oficio notificar a la accionada por correo electrónico. 
Además, reclamó de esta Sala que se tramite su acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, “para determinar si posiblemente viola la Ley 734 de 2002, al negarse a impetrar tutelas a mi nombre”  y que se le ordene cumplir su función de promoverlas.  También pidió que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico y se le brinden copias de lo actuado.

Dijo en sus escritos que presentó varias acciones populares que quedaron radicadas en ese despacho judicial, bajo los números 2015-400, 2015-399 y 2015-455. Tales demandas fueron inadmitidas por falta de titularidad de su parte; presentó reposición y en subsidio apelación, además de que le pidió a la funcionaria que se declarara impedida, pero no se accedió a la reposición y se negó la alzada. 
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y de las Defensorías del Pueblo de Pereira y de Manizales. 
La funcionaria se pronunció en el sentido de que las acciones populares están archivadas; a la vez, remitió copia de las actuaciones. 

La Procuradora Regional de Risaralda se pronunció en el sentido de que su labor en estos asuntos es velar por los derechos colectivos en juego. 

El Defensor del Pueblo de Pereira, señaló que en caso de demostrarse la trasgresión que se denuncia debe prosperar el amparo. 

La Defensora del Pueblo de Caldas dijo, en resumen, que esa entidad promovió a favor del señor Arias Idárraga una tutela contra el Ministerio del Interior, la Policía Nacional y la Unidad de Protección, para que se le garantizara el derecho a la vida, pero fue negada, porque realizado el estudio de seguridad no se estableció que tuviera riesgo alguno; que se le negó una petición que elevó para que se le suministrara una impresora, tinta, papel, y defensores para redactar 10.000 acciones populares contra entidades públicas; que tampoco se ha accedido a presentar una acción de tutela contra la misma Defensoría del Pueblo para que le suministren tales recursos; que el Consejo de Estado solicitó a esa dependencia que se hiciera valorar al accionante por Medicina Legal, pero al tratar de determinar la finalidad de tal examen, no se ha podido concretar. Sobre el caso concreto, señaló que la intención del demandante, y así lo ha manifestado, es congestionar el sistema judicial del país; que ha promovido 270 acciones de tutela en contra de la Defensoría pretendiendo diversas declaraciones, que enlistó; que por esas razones, y porque el único propósito suyo con las acciones populares es obtener un beneficio económico con las costas y agencias en derecho, no ha accedido a promover tutelas contra los funcionarios judiciales; terminó reiterando que Arias Idárraga actúa con temeridad y mala fe, porque con las acciones propuestas no busca en realidad la protección de personas en condiciones de vulnerabilidad, sino su propio provecho dinerario.
Se procede a resolver, con apoyo en las siguientes:

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por cuanto las acciones populares fueron rechazadas por carecer de legitimación para promoverlas. 

Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela.

Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
En este caso concurren los primeros requisitos, porque el debido proceso es cuestión de relieve constitucional; se interpusieron los recursos que se creyeron pertinentes contra el auto finalmente rechazó la acción; en la acción popular 2014-00455, apenas se superaron 6 meses desde cuando causó firmeza el auto rechazo hasta la fecha de promoción de esta demanda, y en los otros dos asuntos, no alcanzó a cumplirse ese término, que es el que se estima razonable para impetrar un amparo de este tipo; si se advierte la irregularidad que pregona el demandante, tendría incidencia en lo que se resolvió por el juez; la cuestión fue debatida allí mismo por la vía de los recursos; y no se trata de una decisión de tutela. 
Ubicados en el segundo grupo, entonces, allí sí, como lo tiene ya decantado la jurisprudencia, incurrió la funcionaria en un defecto sustantivo, porque desconoció la norma aplicable al caso, y, además, no tuvo en cuenta el nutrido precedente que existe sobre el particular. 
En efecto, el artículo 12 de la Ley 472 de 1998, le da titularidad para ejercer una acción popular a toda persona natural o jurídica, entre otros; y allí, sin mucho andar, se ve que no le exigió a ese particular una calificación específica, ni una condición especial; y no debía ser así, porque se lo que se trata es de proteger intereses colectivos, con independencia de que el promotor de la acción pertenezca a un grupo determinado o no. Es decir, no se requiere recibir un agravio personal, para poder impetrar una acción popular. 
Como no aplicó esta norma, incurrió en el defecto sustantivo. 

Y junto a ello, se reitera, desconoció el precedente que existe en esta materia, que proviene de todas los órganos de cierre. Así lo recordó recientemente la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 19 de octubre de 2015 (radicado 66001-22-13-000-2015-00463-01, M.P. Margarita Cabello Blanco), en la que señaló: 
De cara a todo lo anterior, surge que, los autos proferidos por la funcionaría judicial encartada el 13 de agosto y el 14 de septiembre de 2015 mediante los cuales, se inadmitió la acción popular promovida por Javier Elias Arias Idárraga (aquí accionante) y, posteriormente se rechazó, incurrió en desatino que comportó quebranto a las prerrogativas del extremo quejoso, configurándose una vía de hecho por defecto sustantivo y desconocimiento del precedente, el cual debe ser conjurado, razón por la cual el amparo debe prosperar.
Lo anterior, en primer lugar, por cuanto el artículo 12 de la Ley 472 de 1998, referente a las personas que «podrán ejercitar las acciones populares», aparte de establecer que pueden ser promovidas por ciertas autoridades, entidades y organizaciones, en el numeral Io indica que «toda persona natural o jurídica», sin que se establezca algún requisito en especial, como tampoco lo hace la sentencia C-215/99 de la Corte Constitucional, de tal manera que la juzgadora exigió una condición que la Ley no prevé, quebrantando el debido proceso.
En segundo orden, el despacho querellado desconoció el precedente consistente en la legitimidad exigida para buscar la protección de los derechos colectivos, la cual se caracteriza por ser difusa, asistiéndole la posibilidad de entablar acciones populares a cualquier ciudadano, sin exigirle o imponerle algún tipo de condicionamiento.
En un caso similar al ahora decidido la Sala sostuvo que:
En el sub-exámine, la decisión de la Juez Cuarta del Circuito de inadmitir y después rechazar la acción popular, porque quien la ejerció no acreditó su incapacidad auditiva ni la propuso como abogado de quienes sí la padecen, comporta una vía de hecho en el doble sentido indicado.
Por una parte, el artículo 12 de la Ley 472 de 1998, al referirse a quiénes «[pjodrán ejercitar las acciones populares”, amén de señalar a ciertas autoridades, entidades y organizaciones, de entrada en el numeral Io alude a e((t]oda persona natural o jurídica”, designación llana y simple que no introduce ningún condicionamiento, como tampoco lo hace la sentencia C-215/99 de la Corte Constitucional, de tal manera que la juzgadora exigió un requisito que la normatividad no prevé, quebrantando el debido proceso.
Igualmente, desconoció el precedente consistente en que la legitimidad para exigir el respeto de los derechos colectivos es, al igual que los intereses que procura cobijar, difusa, por lo que le asiste a cualquier ciudadano, comoquiera que en todo momento está latente la eventualidad de que lo alcancen los efectos nocivos de una transgresión semejante.
Así lo dijo esta Corporación en un asunto donde un funcionario judicial, esgrimiendo una hermenéutica del artículo 12 de la Ley 472 de 1998 parecida a la desplegada por la acusada, descartó que alguien sin minusvalías físicas pudiese denunciar la ausencia de rampas para el ingreso en silla de ruedas a una entidad bancaria, explicando que,
(...) es la propia ley la que determina que las acciones populares pueden formularse por toda persona natural o jurídica”, sin que allí se hagan distinciones en relación con las condiciones o calidades que debe tener el accionante (...) haber limitado el alcance del precepto en cita, para denegar la legitimación del accionante, es un proceder que resulta vulneratorio del derecho al debido proceso y que, además, afecta el derecho de acceder a la administración de justicia.
Por lo demás, el precedente que cita el Tribunal para liar su interpretación, esto es, la sentencia C-215 de 1999 de la Corte Constitucional, declaró la exequibilidad de los numerales 4o y 5o de la referida norma, sin condicionamiento alguno, de suerte que las referencias hechas a manera de obiter dicta, no pueden servir de fundamento para modificar el genuino querer del legislador (CSJ, STC 19 dic. 2007, rad. 02002-00).
Igualmente, la Sala de Casación Laboral de la Corte, al confirmar esa resolución, expresó
En ese orden de ideas la sentencia C-215/ 99, al realizar el estudio de exequibilidad, entre otras, del artículo 12, no efectúa condicionamiento alguno respecto del mismo, por lo que, el Tribunal, al imponer una carga adicional al actor, sin que la ley lo imponga, ésta trasgrediendo el debido proceso, pues, como lo ha señalado el artículo 29 de nuestra Constitución Política C(nadie podrá ser juzgado sino conforme a las Leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” , con lo que se garantiza que los asociados tengan conocimiento sobre cualquier actuación judicial o administrativa que se les siga y puedan utilizar todas las herramientas creadas por el legislador, para controvertir decisiones que les sean adversas (CSJ, STL, 19 feb. 2008, rad. 20245).
Con la misma orientación, el Consejo de Estado, frente a un caso en el que no se reconoció personería a un demandante por residir fuera del sitio donde ocurrió la infracción de las prerrogativas colectivas, precisó que,
(...) dado que con la acción popular se pretende la defensa de derechos que no pertenecen a personas individualmente consideradas, aunque su vulneración en ciertos casos puede llegar a afectar intereses o derechos particulares, no hay ninguna razón jurídica para exigir que el actor acredite un interés concreto para demandar, pues se reitera, con la acción popular se pretende la protección del derecho en sí mismo y no el restablecimiento de intereses particulares (Consejo de Estado, sent. 22 feb. 2007, rad. 2004-00092-01).
La Corte Constitucional, igualmente, viene predicando que,
(...) como las acciones populares protegen a la comunidad en sus derechos colectivos y, por lo mismo, pueden ser promovidas por cualquier persona a nombre de la comunidad cuando ocurra un daño a un derecho o interés común, sin más requisitos que los que establezca el procedimiento regulado por la ley, ((el interés colectivo se configura en este caso, como un interés que pertenece a todos y cada uno de los miembros de una colectividad determinada, el cual se concreta a través de su participación activa ante la administración de justicia, en demanda de su protección* (Sentencia C-377/02, citada en C-230/11).
Así las cosas, es evidente que la funcionaría aplicó indebidamente la disposición señalada, lo que amerita conceder el auxilio para ordenarle que deje sin efecto los proveídos examinados y, en su lugar, proceda a reestudiar el punto con observancia de los motivos que dan lugar a esta decisión. (CSJ STC13434-2015 l°Oct. 2015, rad. 2015-00392-01).
No hay que agregar más para concluir, en consecuencia, que el amparo, en lo que al trámite de las acciones populares se refiere, debe concederse. 

En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación; se negará, por infundada, la solicitud de relación de actuaciones y otros aspectos pedidos, ya que nada tienen que ver con la trasgresión de los derechos que se invocan, entre otras cosas, porque tal requerimiento debe hacérselo al juzgado mismo. 

  



En lo que atañe a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que su pretensión es concreta: “Que se determine si viola la Ley 734 de 2002, al NEGARSE presentar tutelas a mi nombre…”: Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida Ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensora acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

   



Más aún; en el caso concreto, no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse en que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta, en la que se aduce que hay 270 tutelas en contra de la Defensoría. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen las más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno. 
  



Incluso, si se tratara de una petición general, se caería en los linderos del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, dado que esta misma Sala ya resolvió una cuestión similar, negándola, en la acción de tutela radicada bajo el número 66001-22-13-000-2016-00228-00, lo que daría lugar a la resolución desfavorable de las restantes. 

 



En consecuencia, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, SE AMPARA EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO de que es titular Javier Elías Arias Idárraga. 

En tal virtud, se dejan sin efecto los autos proferidos en las acciones populares radicadas bajo los números 2015-400, 2015-399 y 2015-455, que las inadmitieron y rechazaron posteriormente. 

En consecuencia, se le ORDENA al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de este proveído, retome las actuaciones y les dé el trámite correspondiente, atendiendo lo dicho en esta providencia. 
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese el expediente si no hubiera impugnación o revisión, sin más trámite. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA        
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